
1. b) Los principales retos en la justicia Constitu cional para la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación. 

 
 
La Suprema Corte de Justicia de la Nación enfrenta grandes retos en la 
realidad mexicana del siglo XXI, el principal, consiste en consolidase en un 
participe activo del proyecto de Nación que se construye desde los demás 
poderes de la Unión. A diferencia de otros tiempos, la Suprema Corte de 
Justicia desempeña un rol clave para lograr la armonía de las voces del 
pluralismo democrático, la cual solo puede lograrse con la correcta 
interpretación de los valores y principios reconocidos en nuestra norma 
fundamental. Aquí, debe precisarse que cuando me refiero a los valores 
supremos, lo hago en un sentido amplio, porque tan importantes son aquellos 
que protegen la dignidad humana, como los que organizan y distribuyen las 
competencias de las autoridades mexicanas. Ningún Tribunal Constitucional ha 
logrado contribuir sustancialmente a la construcción del sistema jurídico 
dejando de lado la protección de los derechos humanos o el sistema de 
competencias. Por ello, la magistratura especializada en la Constitución 
necesita trabajar en ambos flancos, de manera equilibrada y buscando en todo 
momento enfrentar y resolver los siguientes retos:  
 

1. Consenso Constitucional  
 
Se requiere una justicia constitucional capaz de apreciar a la norma 
fundamental como una fuente jurídica que permita colaborar en la construcción 
del Estado Constitucional de Derecho, en armonía con las acciones de los 
demás Poderes de la Unión. La justicia Constitucional tiene que ofrecer la 
posibilidad de generar consensos, siempre tomando como base la Constitución 
y un sólido esquema de argumentación jurídica. De esta manera, el juez 
Constitucional, complementa la labor iniciada por los Poderes Legislativo y 
Ejecutivo, ya que mientras éstos construyen la realidad jurídica de la Unión 
mediante la más amplia deliberación democrática, la Suprema Corte de Justicia 
aporta la visión constitucional de los máximos valores de la Nación, para 
someter todos los actos del Estado mexicano, a un examen de legitimidad bajo 
el estandarte de la dignidad humana, y la organización y distribución del 
poder.1  
 

2. Construcción de una jurisprudencia sólida  
 

La magistratura constitucional, necesita solidificar una jurisprudencia acorde 
con el rol que el máximo tribunal desempeña en las decisiones del país, y ello 
debe conseguirse mediante un estudio profundo de los valores que marca la 
norma fundamental y el impacto que dichos valores generan en el pluralismo 
democrático. De esta manera, la Constitución se vuelve dúctil2, representando 

                                                        
1 El modelo de Derecho Constitucional contemporáneo y de vanguardia busca la consolidación de consensos mediante 
la continuidad que el Poder Judicial le brinda al discurso que se sigue por los órganos parlamentarios, para la 
aprobación de normas.  Véase Habermas, J.: Facticidad y Validez, sobre el Derecho y el Estado democrático de 
derecho, en términos de la teoría del discurso., traducido por Manuel Jiménez redondo, 3ª edición, Trotta, Madrid: 2001 
2 La postura de la Constitución como punto de encuentro de los valores y libertades del pluralismo democrático es 
propia del Constitucionalismo contemporáneo, véase Zagrebelsky g.: El derecho dúctil. Ley, derechos, justicia. Trotta, 
Madrid: 2003. 



un modelo de expresión para las libertades y principios que convergen en el 
arquetipo de Estado que el devenir histórico ha construido.  
 
A diferencia de la tarea que tienen asignada los Juzgados y Tribunales de 
Circuito, la magistratura constitucional de la Corte, debe ser especialmente 
sensible con la armonía entre los intereses del Estado y los derechos 
humanos, pues en el máximo tribunal recae la potestad de expulsar una norma 
jurídica del ordenamiento, mediante los mecanismos que prevé la Carta 
Magna. En ese tenor, una jurisprudencia construida sobre bases sólidas, 
permite a los Poderes de la Unión, contar con una interpretación clara sobre las 
normas de la Constitución, lo cual facilita la configuración legislativa, y refuerza 
la ingeniería de políticas públicas. De otra manera, la deliberación democrática 
se ve empobrecida por no contar con seguridad jurídica respecto del alcance y 
contenido de las normas formales y materiales a las que deben sujetarse.  
 

3.  Producción de sentencias con una Argumentación Jurídica propia 
del constitucionalismo del siglo XXI 

 
En tiempos del Neoconstitucionalismo, la magistratura constitucional debe 
legitimar sus decisiones con una argumentación jurídica precisa, la cual debe 
acercarse más a la población, y alejarse del excesivo tecnicismo jurídico, ya 
que la Constitución representa el punto de encuentro en donde se halla la 
solución a los problemas de la realidad, y no los que nacen como un simple 
ejercicio teórico del derecho. Bajo esta tesitura, la argumentación jurídica que 
desempeñe el juez, debe ser lo suficientemente fuerte como para lograr el 
mayor consenso, racionalmente posible, quedando objeto de debate 
únicamente los razonamientos accesorios a la decisión (obiter dicta), pero 
nunca abriendo la duda de la arbitrariedad en los méritos que soportan la 
sentencia final (Ratio decidendi).  
 
Como consecuencia de lo anterior, la magistratura constitucional debe ser 
prudente, y apegarse a lo que la teoría contemporánea conoce como 
“minimalismo judicial”, es decir, solo debe decidirse con fuerza constitucional 
aquello que es estrictamente necesario, estableciéndose así un valladar para 
las sentencias constitucionales imprecisas que definen, innecesariamente todo 
cuanto se encuentra bajo la lupa del juez. No en vano, la mejor arma del juez 
constitucional es la autolimitación (self-restraint)  
 

4. Armonización de Derecho internacional de los Derech os Humanos 
y Derecho Constitucional   

 
Paralelamente, la construcción de una jurisprudencia constitucional coherente 
no puede hacerse, si no se define con asertividad la relación que se entabla 
entre Derecho Constitucional y Derecho Internacional. Si bien nuestra Suprema 
Corte de Justicia ha resuelto en gran medida este modelo de interacción3, lo 
cierto es que queda mucho por trabajar, porque la actividad jurisdiccional que 
se encuentra por debajo de la Suprema Corte, necesita un marco definido en el 
cual desenvolverse, garantizando la certeza de que se está fallando de 
acuerdo a una interacción pacífica entre el derecho internacional y el derecho 
                                                        
3 Véase por ejemplo el Expediente Varios 912/2010 , y las Contradicciones de Tesis 293/2011 y 299/2013 



constitucional. De igual forma, las Cortes y Organismos internacionales de 
protección de Derechos Humanos necesitan conocer a fondo los valores de la 
Constitución mexicana, para así poder visualizar el impacto de sus sentencias 
en nuestro sistema jurídico, y esto sólo puede lograrse ofreciéndoles una 
jurisprudencia profunda que dé cuenta de la razones que iluminan nuestras 
normas.  
 
Los Derechos humanos son parte inherente de la agenda de un Tribunal 
Constitucional, sin embargo la tutela de los mismos ha de ser acorde con los 
modelos de interpretación jurídica marcados por el propio texto constitucional. 
Así, el constituyente permanente introdujo el principio pro persona como el 
criterio sobre el cual debe girar toda interpretación de los derechos humanos. 
El manejo de este principio, implica per se un reto para la justicia constitucional, 
porque si bien este exige la mejor interpretación para la determinación de 
límites en el ejercicio de los derechos humanos, no ofrece el método exacto por 
el cual se logra. Por ello, un Tribunal Constitucional del Siglo XXI necesita 
conocer a fondo los esquemas que la jurisprudencia nacional e internacional 
ofrece para ponderar los derechos humanos, ya que para garantizar la mejor 
interpretación de los derechos se necesita manejar correctamente el núcleo 
duro de los mismos, y contar con una amplia experiencia en la resolución de 
casos concretos, pues a medida que se han estudiado más circunstancias 
fácticas y jurídicas, mejores son las posibilidades para medir el grado de 
optimización de un derecho frente a otro. Lo mismo sucede con la ponderación 
que se activa entre intereses del Estado y derechos fundamentales.  
 
A la par de lo anterior, aparece la necesidad de la protección de aquellos 
grupos especialmente vulnerables, tales como los menores, poblaciones 
indígenas y demás grupos humanos que por sus características no pueden 
resistir una situación de riesgo al igual que otros grupos de la población. La 
protección que aquí se refiere no es exclusivamente negativa, de manera que 
el Estado permanezca en una postura de abstención, sino que compete a la 
magistratura constitucional estudiar aquellas normas que se dirigen a generar 
mejores condiciones de vida, tales como la educación que se brinda a los 
menores, o la introducción de leyes que incrementan el desenvolvimiento 
natural del ser humano y garantizan el respeto a una vida digna. 
 
En este punto, la Jurisprudencia Constitucional necesita armonizar los 
Derechos Humanos con la Democracia4, reconociendo que la decisión judicial, 
en ciertos casos, puede afectar los intereses mayoritarios; de tal suerte que la 
protección de las minorías requiere una correcta apreciación de los valores 
democráticos, conociendo los límites en el control constitucional, pero fijando 
barreras claras en el ámbito de lo indecidible por las mayorías5. Aquí se activa 
una tensión clásica entre la forma demócrata de gobierno y la republicana, 
sobre la cual, la justicia constitucional debe adoptar una postura prudente y 
equilibrada6, generando un esquema que propicie el trabajo conjunto de tales 
ideologías, y nunca permitiendo que una prime sobre otra.  

                                                        
4  La solución alemana en la tensión entre Derechos Humanos y Democracia se amortiza con la argumentación 
representativa. Véase Alexy, Robert: “Derechos fundamentales. Ponderación y racionalidad” en Carbonell, Miguel et 
al.: El canon neo constitucional, Ed. Trotta, Madrid: 2010 
5 Cfr. Ferrajoli, Luigi: Derechos y Garantías, La ley del más débil, 6ª ed, Ed Totta, Madrid: 2009  
6 En palabras de Alexy “La justicia como equilibrio tiene, pues, una ventaja ulterior: ella expresa la idea (una idea 



 
5. La importación de jurisprudencia propia del Dere cho Constitucional 

Comparado  
 
Como un reto sustancial, la justicia constitucional tiene que mirar hacia la 
experiencia comparada, ya que muchos de los contextos que actualmente vive 
el país, y sobre los cuales urge una transición, han sido experimentados por los 
grandes Tribunales Constitucionales de Europa y Latinoamérica, de tal suerte 
que sus sentencias nos sirven como parámetro para medir la asertividad o 
falibilidad en las decisiones de alto impacto, brindando la oportunidad de que 
los Estados Unidos Mexicanos transiten, con éxito, en terrenos ya explorados 
por otras magistraturas.  
 

6. Coadyuvar con la transformación en el sistema de  distribución de 
competencias y división de poderes  

 
En lo que atañe a la protección del Sistema de Distribución de Competencias, 
la Justicia Constitucional enfrenta el reto de proclamarse armónica con los 
grandes cambios que se aproximan a la par de las grandes Reformas 
Constitucionales de los últimos años. Es indudable que el sistema de 
competencias y ordenes de gobierno ha dejado de ser limitado y exclusivo en 
algunas materias. Las últimas reformas propuestas por el Ejecutivo y 
aprobadas por el Legislativo delinean un “Sistema Federal Cooperativo”, en 
donde se habilitan competencias compartidas entre los niveles de Gobierno 
para la consecución de los principales fines del Estado. De esta forma, el 
Tribunal Constitucional no debe moverse bajo los viejos esquemas de 
competencias que se pretenden superar, sino por el contrario, debe aportar la 
interpretación Constitucional que ponga a prueba dichos esquemas bajo los 
valores supremos que sostienen a la Unión, buscando, al mismo tiempo, 
generar consensos, sinergias y cooperación entre los diferentes niveles de 
Gobierno y Poderes del Estado.  
 

7.  La optimización de los mecanismos de solución d e conflictos 
político constitucionales.  
 

Asimismo, la justicia constitucional mexicana enfrenta un reto sui generis para 
el sistema de distribución de competencias, ya que la resolución de conflictos 
político-constitucionales, como los propios de la “Controversia Constitucional” 
necesitan de una mayor efectividad en el mecanismo preventivo de la 
“suspensión”, y ello obedece a una necesidad de mantener el status quo de la 
situación impugnada, en aras de ofrecer a los poderes y ordenes de gobierno 
vías para restablecer el orden constitucional, en caso de que este sea 
vulnerado. Gran parte de las “Controversias Constitucionales” se quedan sin 
materia, y por ende se tornan irreparables por una falla en el mecanismo 
cautelar de la suspensión, ello a pesar de que este se encuentra previsto en la 
Ley Reglamentaria del artículo 105 fracción I y II de la Constitución. Bajo esta 

                                                                                                                                                                  
clásica para el tema de la justicia) de la justa medida. Con esto, ella excluye toda forma de fanatismo.” Véase Alexy 
Robert: “La Justicia como Corrección” en Doxa, Cuadernos de Filosofía del Derecho, número 26 pág. 19.  

 



línea, la Suprema Corte necesita optimizar la resolución de los conflictos 
político-constitucionales, lo cual no solo implica una profundización sobre la 
suspensión del acto impugnado, sino la adecuada administración del tiempo 
para dictar sentencia y resolver la tensión entre poderes y ordenes de 
gobierno.  
 
En suma, la Justicia Constitucional necesita encarar los retos propios del Siglo 
XXI, teniendo como base una omnicomprensión del texto constitucional, que 
coloque a la Carta Magna, como el punto de encuentro de las libertades, 
derechos y garantías de la Unión; de las reglas para el ejercicio de la 
democracia y el pluralismo; de la convivencia pacífica y armónica entre las 
generaciones que componen nuestra nación; y por último de la salvaguarda y 
equilibrio entre derechos humanos y sistema de competencias.   
 
 


